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RESUMEN EJECUTIVO 

La evidencia que recolectamos para el presente estudio da cuenta de una 

realidad palpable: el ACRI ha perdido cualquier legitimidad social debido a 

los abusos y atropellos que, a lo largo de los años, han denunciado miembros 

de las comunidades nativas y caseríos que lo integran, generando en 

consecuencia desconfianza entre la población, sus autoridades y 

organizaciones representativas. Si bien el ACRI tiene el respaldo de algunas 

autoridades comunales, hemos corroborado que la población en general 

mantiene una postura muy distinta, cuestionando tanto su presencia como 

el apoyo que recibe por parte de algunos jefes.  

Esta área natural protegida es percibida como un espacio con restricciones 

injustas que castigan el estilo de la vida de la población y promueven 

intencionalmente la división del tejido comunitario para sacar provecho 

propio. Además, en la gestión del ACRI se han evidenciado posibles actos de 

corrupción del Gobierno Regional de Ucayali (GOREU) y la Autoridad Regional 

Ambiental (ARA) que no han pasado inadvertidos para la población y han 

incrementado su rechazo. 

La situación en el Imiría ha venido deteriorándose aún más en años recientes 

y, en la actualidad, el nivel de hostigamiento y estigmatización que denuncian 

quienes critican al ACRI es alarmante, prueba de ello es que la gran mayoría 

de las personas que participaron en este estudio lo hicieron de forma 

anónima para evitar cualquier tipo de represalia. 

Por otro lado, lejos de cumplir su función de proteger la biodiversidad local, 

el ACRI permite —por acción intencional u omisión negligente de sus 

funciones— el ingreso de actores foráneos como cocaleros, taladores, 

menonitas y pescadores, que se constituyen como los principales 

depredadores de los recursos naturales existentes. Mientras tanto, 

comunidades y caseríos enfrentan restricciones para acceder y hacer uso de 

su propio territorio como ancestralmente lo han hecho, evidenciando una 

profunda desigualdad.  

El quiebre significativo de la confianza en el territorio también se debe a la 

falta de transparencia en el manejo de los recursos económicos que reciben, 

incluyendo los provenientes de la cooperación climática. Todas las personas 

que participaron en este estudio confirmaron que no tienen ninguna 
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información del presupuesto que maneja el ACRI ni de cuáles son sus 

proyectos aprobados, ni antes, ni ahora, ni tampoco conocen cuáles son las 

instituciones de la cooperación internacional involucradas. 

Frente a este escenario, el consenso mayoritario es que se necesitan grandes 

reformas o alternativas para promover la conservación sin descuidar la 

calidad de vida de la población. Mientras un grupo propone cambios 

profundos en el modelo y la gestión del ACRI, otros plantean propuestas en 

que el criterio central es la cogestión con el Estado (reservas comunales) o 

directamente la autonomía indígena plena (áreas ecológicas indígenas). 

Cualquiera sea el caso, se deben integrar proyectos productivos reales con 

servicios públicos de calidad que aseguren oportunidades de trabajo y la 

permanencia digna de las familias en sus territorios. Ninguna de las personas 

entrevistadas, incluyendo a autoridades actuales de las organizaciones 

representativas del Imiría, consideró que el ACRI sea beneficioso para la 

población en sus condiciones actuales que se mantienen inalterables.  
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PRÓLOGO 

Crónica de un modelo de conservación agotado: el conflicto 

que nunca cesa por cómo gobernar el Área de Conservación 

Regional Imiría 

Álvaro Másquez Salvador2 

Desde 2015, el Instituto de Defensa Legal ha seguido de cerca y con 

preocupación la situación de la población local en el ámbito del Área de 

Conservación Regional Imiría en Ucayali. A pesar del paso del tiempo, las 

críticas y denuncias que recibimos de nuestras organizaciones indígenas 

socias, comuneras y comuneros del Imiría no han cesado; por el contrario, 

son permanentes y cada vez más graves. Ahora mismo, marzo de 2026, un 

grupo de manifestantes bien organizados lleva más de 30 días protestando 

frente a las instalaciones del ACRI en la Comunidad Nativa Junín Pablo, 

cercando su ingreso hasta que se resuelvan sus reclamos frente al Gobierno 

Regional de Ucayali y el Gobierno central (La República, 2026). El conflicto 

está abierto y no se resolverá en el corto plazo. 

Es por esta razón que el IDL comisionó al abogado Romario Chacón Vargas, 

con el apoyo del investigador Bryan Cruz Sánchez, un estudio a profundidad 

sobre el estado actual de las denuncias de la población local por violaciones 

a sus derechos humanos a raíz de la creación y gestión del ACRI. 

Consideramos que, en estas circunstancias, es escencial contar con una 

radiografía completa y actualizada sobre las relaciones existentes entre el 

aparato del área estatal de conservación, las comunidades del pueblo 

Shipibo y los caseríos que afirma proteger por mandato normativo. Sus 

resultados están ahora a disposición de las organizaciones representativas 

de los pueblos indígenas, las autoridades del sector Ambiente y la opinión 

pública en general. 

A continuación, en estas notas de presentación, nos detendremos a recordar 

cómo el IDL se involucró en la historia del Imiría y, desde una perspectiva 

basada en las continuidades y rupturas del conflicto, reflexionaremos sobre 

 
2 Responsable del Observatorio para Defensores Indígenas de Derechos Humanos del Instituto de Defensa Legal 

(IDL) y asesor legal de las Guardias Indígenas Shipibo Konibo y Kakataibo de la Amazonía peruana. Es egresado de 

la Facultad de Derecho de la Universidad de San Martín de Porres, con estudios complementarios en Derechos 

Humanos en la Universidad de Oslo (Noruega), Litigio Estratégico en Derechos Humanos en la Hertie School of 

Governance (Alemania) y Derechos Humanos y Conducta Empresarial Responsable en la Universidad de 

Núremberg (Alemania). 



9 

la importancia de los hallazgos y conclusiones del estudio que nos complace 

compartir con ustedes. 

La historia de un conflicto que se repite 

El ACRI nació a través de un decreto supremo, firmado en 2010 en las 

postrimerías del gobierno de Alan García, resultado de un procedimiento de 

consulta previa controvertido, considerado por muchos fraudulento o 

incluso fallido. Apenas dos años después, la prestigiosa organización 

británica Forest Peoples Programme (FPP) documentó que ya eran 

muchísimas las críticas de la población local –comunidades nativas Shipibo y 

caseríos que hoy se autoperciben como comunidades campesinas 

ribereñas– y las organizaciones indígenas de Ucayali contra el ACRI: 

desconocían la consulta previa realizada, alertaban de su superposición al 

territorio de siete comunidades Shipibo y doce caseríos, denunciaban que el 

espacio era controlado por el GOREU y les excluía de su gestión y los 

beneficios económicos generados, y rechazaban que se les impongan 

restricciones en el acceso y el uso de recursos naturales que 

tradicionalmente les han pertenecido (FPP, 2012).  

Con la Declaración del Imiría del 30 de agosto de 2012, las organizaciones 

representativas AIDESEP, ORAU y ORDIM exigían públicamente al GOREU 

que “suspenda la implementación del ACRI” hasta que se realice una genuina 

consulta previa, se establezcan mecanismos de rendición de cuentas para 

asegurar que la población local se beneficie de cualquier proyecto productivo 

y se complete el saneamiento físico legal de todas las comunidades nativas y 

caseríos. ¡Qué poco ha cambiado! Los problemas siguen siendo los mismos 

y las demandas, con algunos matices, también son las mismas. 

El IDL se involucró en esta historia en 2015. En aquel entonces, la Federación 

de Comunidades Nativas del Ucayali y Afluentes (FECONAU) –una de nuestras 

principales organizaciones socias en la Amazonía– buscaba asesoría legal 

para intervenir frente a las graves denuncias por violaciones a los derechos 

humanos de comunidades Shipibo en el Imiría. El presidente Robert 

Guimaraes Vásquez, destacada personalidad de la nación Shipibo, nos 

contactó con autoridades indígenas del Imiría. Entre otras, con el entonces 

presidente de FECONALICM (hoy convertida en FECONALIM), Adán Sánchez 

Huayta, y el jefe y subjefe de la Comunidad Nativa Caimito, Joel Nicolás 

Tananta y Raúl Amaringo Cruz. 
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Por tratarse de una agenda de derechos humanos, el IDL aceptó reunirse con 

FECONALICM, en primer lugar, a través del abogado Juan Carlos Ruiz Molleda, 

coordinador del programa de Pueblos Indígenas, y posteriormente también 

de mi persona. En las múltiples ocasiones en que nos dialogamos, sobre todo 

con Sánchez Huayta, los dirigentes denunciaron los abusos del ACRI y 

solicitaron nuestra asesoría legal para judicializar este caso y demandar que 

el área estatal de conservación sea suspendida.  

Con la evidencia que nos proporcionaron y los testimonios directos de 

personas provenientes de diversas comunidades y caseríos, FECONALICM e 

IDL convenimos que las principalides debilidades del ACRI eran su origen 

fraudulento y contrario al espíritu de la consulta previa —que no cumplía con 

los estándares mínimos del Derecho Internacional—, y la evidente pérdida 

de autonomía de la población local por las restricciones impuestas en el uso 

de los recursos naturales, erupcionando frecuentemente en peleas 

intestinas y ocasionalmente en denuncias penales. 

Tuve el privilegio de conocer personalmente el Imiría en noviembre de 2016, 

en un viaje a Caimito organizado por FECONALICM. En él fui el responsable 

de socializar con la población una primera propuesta de demanda 

constitucional para actuar frente al ACRI que fue aclamada por unanimidad. 

Conversé también con comuneros y comuneras que –lejos de las dirigencias– 

eran categóricos en expresar su disconformidad con el ACRI por la historia 

de maltratos y corrupción que todos ya conocen. Algunos apuntes de aquella 

primera reunión, que aún conservo, dicen lo siguiente: 

Trabajadores del ACR abusan/violan derechos de comunidades y caseríos. 

ACR y GOREU no distinguen cuáles son áreas tituladas. Impiden cazar, 

recolectar, pescar, allanan viviendas y decomisan redes y tramperas, 

prohíben cualquier aprovechamiento de la madera. Comuneros de 

Caimito afirman que guardaparques los han amenazado de muerte por 

negarse a darles acceso a sus viviendas para que verifiquen si tienen o no 

redes y tramperas. Les han quitado los peces de sus propias canoas. 

Testimonios se repiten una y otra vez. Para aceptar la creación del ACR, 

autoridades del GOREU les prometieron beneficios económicos directos. 

Consulta previa del ACR posee vicios de nulidad. Un miembro del caserío 

Bella Flor dice: “Los del ACR piensan que somos animales, ignorantes. Nos 

dicen que somos nosotros los que destruimos el medio ambiente y eso es 

mentira. Son ellos que arrasan el bosque”. 
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Entonces, la posición del IDL se hizo pública en un artículo escrito en 

coautoría por Juan Carlos y yo, lanzado en el portal de Justicia Viva y 

reproducido por el medio digital Servindi:  

“La creación (no consultada) del Área de Conservación Regional Imiría ha 

venido causando mayores restricciones en el acceso de la comunidad 

[Caimito] a los recursos que garantizan su subsistencia. […] 

Lastimosamente, la presencia del Estado en los territorios de comunidades 

nativas solo ha significado un lento, pero irreversible, proceso de recorte 

de sus territorios ancestrales. Pero no solo pérdida de territorios, sino 

también de acceso a recursos indispensables para garantizar su 

subsistencia. Luego de este proceso, los pueblos indígenas han sido 

convertidos en intrusos dentro de sus propios territorios ancestrales. […] 

No contentos con la privación de a pocos de su territorio ancestral, ahora 

se presenta a los pueblos indígenas como enemigos del ambiente y como 

responsables de la contaminación y deforestación de la Amazonía, a pesar 

que ellos han cuidado estas tierras por siglos” (Ruiz Molleda y Másquez 

Salvador, 2017). 

La colaboración entre IDL y FECONALICM continuó hasta el año 2017, cuando 

disminuyó el impulso a los acuerdos adoptados en Caimito y en otras 

reuniones posteriores. Eventualmente, las autoridades cambiaron y las 

coordinaciones cesaron, a la par que hacían efecto las divisiones promovidas 

por las autoridades ambientales en el seno de organizaciones indígenas 

debilitadas y que no han parado de repetir hasta ahora. La propuesta de 

demanda constitucional elaborada en aquel entonces, que no ha perdido su 

vigencia en lo absoluto, no fue presentada. 

Años más tarde, el IDL volvió a involucrarse con las luchas del Imiría. En 2022, 

por invitación de la joven Organización Regional de Guardia Indígena (ORGI), 

participé en su primer aniversario como asesor legal en Caimito, junto a 

nutridas delegaciones de autoridades Shipibo, Kakataibo y Asháninka, y las 

históricas Consejo Regional Indígena del Cauca, Consejo Regional Indígena 

del Caldas y Proceso de Comunidades Negras de Colombia. Precisamente, el 

proceso de la ORGI nació de estas luchas de Caimito contra el ACRI, la pesca 

y la tala que hoy abraza a 24 comunidades Shipibo con el mandato de 

proteger más de 250 mil hectáreas de bosques amazónicos. 

Desde entonces, a través de nuestra alianza estratégica con el Consejo 

Shipibo Konibo Xetebo (COSHIKOX), el IDL ha continuado atento a la situación 
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de las comunidades y caseríos del Imiría: la invasión de la Colonia Menonita, 

las críticas a AIDER por el manejo de fondos climáticos, las acciones de la 

Guardia Indígena frente a la pesca depredatoria, y –desde luego– el conflicto 

permanente alrededor del ACRI. 

Durante tiempos más recientes, en colaboración con el Área Legal de 

COSHIKOX, el IDL dio seguimiento a la descabellada denuncia penal 

interpuesta por Sánchez Huayta, ya como presidente de FECONALIM, contra 

los miembros de la Guardia Indígena —especialmente provenientes de 

Caimito— por los delitos de grave perturbación de la tranquilidad pública y 

crimen organizado. Con el patrocinio de la defensora Linda Vigo Escalante, 

consiguieron que el caso sea desestimado y archivado 14 meses después, en 

diciembre de 2023. Igualmente, en enero de 2024, COSHIKOX e IDL 

obtuvieron un pronunciamiento favorable del Tribunal de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública del Ministerio de Justicia que ordenó al 

GOREU proporcionar información sobre la gestión económica del ACRI (que, 

a pesar de nuestra insistencia, nunca cumplieron). 

Nuestro acompañamiento a organizaciones indígenas socias y presencia 

física en el territorio nos han permitido tener una imagen clara de lo que 

viene ocurriendo en el Imiría y una interpretación política del problema ante 

el cual nos encontramos. Desde nuestro punto vista, en 16 años, la historia 

del conflicto en el ACRI se ha repetido cíclicamente:  

- el Estado impone un modelo de negocio (con una élite política y 

tecnocrática privilegiada) que acapara tierras indígenas con la excusa 

de promover la conservación;  

- la población local denuncia abusos de este modelo de negocio que 

empobrece su calidad de vida, los discrimina y excluye; 

- las autoridades indígenas se organizan y buscan estrategias para 

contestar a los abusos; 

- el Estado evade los reclamos y responde promoviendo la división 

entre organizaciones, hermanos y hermanas, valiéndose de sus 

recursos políticos, económicos y hasta simbólicos;  

- las organizaciones pelean entre sí, unas posicionándose más o menos 

cerca de las legítimas preocupaciones de sus bases que continúan 

inalterables, otras de los intereses del Estado e involucrándose con 

roles marginales en su modelo de negocio; con la división, se quiebran 
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liderazgos históricos y se reconfigura un mapa de actores más proclive 

al Estado; 

- las tensiones entre la población local se agudizan y los reclamos se 

expresan en acciones de fuerza (como el cierre de las instalaciones del 

ACRI en 2022) que generan concesiones menores del Estado para 

sobrepasar la crisis conservando el statu quo, mientras “castigan” a la 

población disidente estigmatizándola, criminalizándola y excluyéndola 

de cualquier espacio institucional de participación; 

- y cada cierto tiempo estos hechos ocurren otra vez, con nombres, 

fechas y lugares distintos, y seguirá siendo así hasta que un día el nivel 

de tensiones convertidas en ira y frustración rompan el círculo. 

Estas mismas reflexiones son compatibles con el diagnóstico exhaustivo que 

nos proporcionan los investigadores, basado en evidencia y no en conjeturas 

u opiniones superficiales. Desde nuestro punto de vista, el conflicto en el 

Imiría es una expresión latente de las consecuencias de un modelo de 

conservación defectuoso, agotado por su carácter excluyente que subestima 

las necesidades y la agencia de las comunidades y organizaciones indígenas, 

con deficiencias en sus mecanismos de transparencia y redistribución de los 

fondos climáticos que lo financian. En este caso, el problema se agudiza por 

la mala gobernanza del GOREU, que promueve divisionismos, con serios 

indicios de corrupción y sin beneficios reales para el conjunto de sus 

supuestos beneficiarios. 

Un estado de la cuestión 16 años después 

Hay mucho más por decir en la larga historia de los conflictos alrededor del 

ACRI. A estas alturas, más allá de las controversias, es innegable que existen 

críticas legítimas y sostenidas en el tiempo —sobre todo en las bases— que 

evidencian problemas estructurales en el modelo de gestión del ACRI. 

Los resultados del estudio “Sin conservación y sin progreso: violaciones a 

derechos indígenas y campesinos en el ámbito del Área de Conservación 

Regional Imiría en territorio ancestral Shipibo Konibo” abundan en estas 

expresiones y concluyen que nos encontramos ante un fenómeno que solo 

podemos calificar como “conservación colonial y excluyente”, con todo lo que 

conlleva. Es decir, el ACRI se basa en un modelo que –sobre la legítima 

aspiración de promover la conservación de la biodiversidad– reproduce 

estructuras de gobierno discriminatorias que privilegian a un pequeño grupo 
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de funcionarios y “expertos”, excluyendo a la población local de la gestión del 

espacio, privándoles de autonomía, controlando y deteriorando su calidad 

de vida (hasta la dieta), y debilitando el tejido social hasta convertir a la 

población ancestral en meros espectadores del área estatal de conservación. 

Los hallazgos de Chacón Vargas y Cruz Sánchez son explícitos: familias que 

no pueden utilizar madera para construir sus viviendas, irrupción de cultivos 

de hoja de coca y pesca depredatoria, guardaparques que intencionalmente 

desconocen acuerdos comunales, proyectos sociales fantasma sin 

participación ni beneficios a la población, serios indicios de corrupción y falta 

de transparencia, comuneros criminalizados por protestar y un largo rosario 

más de abusos.  

Según sus conclusiones, es un hecho confirmado que el ACRI no ha 

beneficiado a las comunidades y caseríos que alberga. Por el contrario, no 

cumplió con la promesa de ofrecer oportunidades de “desarrollo” para la 

población local a cambio de aceptar límites en el aprovechamiento de 

recursos naturales de uso tradicional. Las restricciones sí llegaron pronto, 

pero (casi) nunca los proyectos. 

Estas críticas cobran aún más relevancia en medio de controversias por 

indicios de corrupción y greenwashing en la gestión del ACRI, que en un alto 

porcentaje se financia directa o indirectamente con recursos de la 

cooperación climática internacional y el mercado voluntario de carbono3. 

Pese a contar con sostén financiero, el GOREU no ha garantizado 

salvaguardas esenciales para minimizar los riesgos asociados a este modelo 

de negocio. Al respecto, el presente estudio incluye un breve y pionero 

análisis sobre cómo el ACRI ha violado las metas de acción urgente previstas 

en el Marco Mundial de Biodiversidad de Kunming-Montreal que, desde una 

perspectiva interseccional, tiene el objetivo de salvaguardar la salud de los 

ecosistemas a escala global. 

El caso del Imiría, de tal manera, no está aislado de las críticas al modelo de 

conservación más autoritario que niega los derechos de los pueblos 

indígenas a la par que convierte a los servicios ecosistémicos en commodities. 

Ocurre en toda la Amazonía y el mundo: el pueblo Kichwa frente al Parque 

Nacional Coordillera Azul en el Perú, el pueblo Baka frente al Parque Nacional 

 
3 Véase el testimonio del ingeniero Samuel Cauper Pinedo, exjefe del ACRI entre 2024 y 2025, sobre corrupción en 

el financiamiento climático del ACRI. 
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Messok Dja en el Congo o el pueblo Tharu frente al Parque Nacional Bardiya 

en Nepal. 

Pero no solo niegan la historicidad del sujeto indígena, su vínculo con el 

territorio y su rol determinante en el manejo adecuado de la biodiversidad 

que le permite su excepcional estado, sino que este mismo modelo clásico 

de conservación, como bien apunta Colchester, “tiend[e] a reforzar las 

divisiones existentes entre los pobladores locales y el gobierno, aumentando 

así la alienación y el conflicto en vez de resolverlos” (2003: 49), debido a que 

muchas de las organizaciones internacionales que lo promueven carecen de 

vínculos con el territorio y su influencia está determinada por su nivel de 

alianzas con “elaboradores de políticas”; en nuestro caso, autoridades 

nacionales y locales del sector Ambiente.  

En esta compleja realidad, el formato amigable del estudio —que combina 

declaraciones textuales de las personas entrevistadas con la revisión de 

documentación oficial y fotografías de la zona— permitirá al lector formar su 

propio punto de vista sobre todas las aristas del problema y le desafiará a 

imaginar soluciones en un entorno deteriorado por las consecuencias de 16 

años de falso ambientalismo y mal gobierno. 

Este es un documento de protesta que permite que las voces de comuneros 

y comuneras del Imiría finalmente sean escuchadas, sin distorsiones, incluso 

de personas que por temor a represalias evitan dar declaraciones. Con sus 

palabras y las fotografías que acompañan este estudio podrán conocer con 

detalles lo que significa convivir con el ACRI. En sus últimas páginas podrán 

conocer también cuáles son sus propias alternativas —en ejercicio del 

derecho indígena a la autonomía— para gestionar el territorio más allá del 

ACRI: desde las reservas comunales cogestionadas con el Estado hasta las 

áreas ecológicas indígenas administradas directamente por las estructuras 

de la nación Shipibo. 

Para quienes ejercen cargos en la administración pública o en la cooperación 

internacional, además, aspiramos a ofrecerles un insumo para alimentar 

debates sobre cómo reformar las políticas ambientales locales, nacionales e 

internacionales. En la gestión del ACRI pueden verse reflejados todos los 

riesgos de un modelo de conservación en crisis que exige soluciones 

interseccionales, basadas en criterios de justicia social y ecológica con visión 

de autonomía política indígena por encima de cualquier premisa estética o 

econométrica. 
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NOTA PRELIMINAR 

Para no vivir con temor 

Durante el desarrollo de las entrevistas para el presente estudio, durante 

2024 y 2025, uno de los aspectos más impactantes fue constatar que la 

mayoría de las personas participantes solicitó que sus testimonios fueran 

anónimos. Este hecho nos deja una interrogante preocupante: ¿por qué 

existe tanto temor? Resulta evidente que, solo cuando se les garantizaba el 

anonimato, las personas se sentían seguras para hablar con libertad. Esto 

nos lleva a reflexionar: ¿temen ser amenazados o discriminados por el 

personal del ACRI?  

No podemos negar que algo grave está ocurriendo, los problemas de fondo 

de mala gestión no se han resuelto, generando miedos y silencios de quienes 

osan criticar al ACRI. Quisiera compartir una reflexión basada en un 

testimonio que, por razones de seguridad, no pudo ser publicado. Un 

entrevistado que trabajó como servidor del ACRI relató que, al cuestionar y 

exigir transparencia y rendición de cuentas, fue amenazado por su jefe 

directo con ser retirado de su cargo como docente, a pesar de que era un 

comunero originario de su propia comunidad y que el nombramiento y 

destitución de docentes debe seguir un procedimiento formal que escapa a 

cualquier competencia de la ARAU que es la que gestiona el ACRI. 

Situaciones como esta no solo vulneran derechos humanos, sino que 

también refuerzan un clima de temor que impide que más personas se 

expresen libremente. Es urgente visibilizar estos hechos y promover un 

entorno donde la voz de todos y todas pueda ser escuchada sin miedo. 

Este hecho, además de evidenciar claramente un posible delito de coacción 

contra el entrevistado, es el reflejo de una forma equivocada de promover 

una forma de conservación ambiental que solo ha beneficiado a unas pocas 

personas en perjuicio de sus supuestos beneficiarios. 

En el fondo, existe una brecha abismal de desigualdad entre las condiciones 

de vida de la población y de quienes que toman decisiones sobre su 

territorio. Los funcionarios del GOREU y el ARA viven en la ciudad, 

permanecen en sus oficinas en condiciones cómodas y tienen un sueldo 

asegurado, pero en las comunidades y caseríos la situación es 

completamente distinta.  
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El propósito de este trabajo es recoger el sentir verdadero de la población 

del lago Imiría, quienes buscan ser escuchados y atendidos por las 

autoridades después de tanto. Esperamos que esta información sea utilizada 

para comprender la extensión del problema y así generar cambios en la 

gestión del ACRI, promoviendo oportunidades y empleo para las personas 

que viven en esta situación de desigualdad, y asegurando que los ingresos 

generados beneficien realmente a las comunidades y caseríos de la zona. 
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I 

INTRODUCCIÓN 

1.1. Contexto y justificación  

El Área de Conservación Regional Imiría se ubica en el distrito de Masisea, en 

la provincia de Coronel Portillo y región de Ucayali, en la Amazonía peruana. 

Cuenta con una extensión de 135,737.520 hectáreas, parcialmente 

superpuestas al territorio ancestral de seis comunidades del pueblo Shipibo 

Konibo (Buenos Aires, Caimito, Nuevo Loreto, Junín Pablo, Nueva Yarina y 

Nuevo Egipto) y las tierras que ocupan nueve caseríos con asentamiento en 

la zona al menos desde el año 1941, con elevados niveles de mestizaje con la 

población Shipibo y de otras etnias (Nueva Generación, Perla del Imiría, Bella 

Flor, Santa Clara, 23 de Diciembre, Pacífico, Unión Vecinal, 12 de Mayo y Santa 

Rosa de Chauya)4. En la zona se encuentran las lagunas Imiría y Chauya, de 

especial importancia ecológica por su flora y fauna silvestres, así como 

también por su centralidad en la ideosincracia e identidad Shipibo Konibo. 

Desde la creación del ACRI en 2010, especialmente durante los últimos años, 

se han registrado diversas denuncias verbales de comuneros y moradores 

que habitan allí, denunciando que el ACRI —en vez de cumplir con el objetivo 

para el cual fue creado: preservar la biodiversidad existente dentro del 

territorio— venía cometiendo abusos contra la población, restringuiéndoles 

su estilo de vida y permitiendo actividades ilegales altamente peligrosas, 

como el narcotráfico. 

Asimismo, indicaron que las autoridades del ACRI vulneraban su derecho a 

la libre determinación como comunidades nativas. Con el fin de corroborar 

estas y otras afirmaciones, con el respaldo del Instituto de Defensa Legal, nos 

trazamos como objetivo visitar las comunidades nativas y los caseríos para 

recabar información veraz y objetiva directamente desde el lugar de los 

hechos.  

 
4 El 24 de marzo de 2026, fuera del marco temporal de este estudio, miembros de diversos caseríos de los lagos 

Imiría y Chauya firmaron un acta pública en la que señalan lo siguiente: “[T]odos los caseríos afectados [por el ACRI] 

nos autorreconocemos como comunidades campesinas ribereñas y nuestra posición es firme: la exclusión del ACR 

Imiría de todos los caseríos y comunidades afectadas. Nunca se cumplió ni respetó el Plan Maestro desde su 

creación y supuesta aplicación. Es por ello que seguimos alzando nuestra voz de protesta ante las medidas de las 

autoridades” (resaltado nuestro). Si bien es cierto que existe un procedimiento administrativo específico ante la 

Dirección Regional de Agricultura del GOREU para conducir esta solicitud, lo cierto es que la calificación como 

comunidad campesina ribereña involucraría que los ahora caseríos estén en igualdad plena de condiciones con las 

comunidades nativas para dialogar con el Estado, con todos los derechos colectivos que el ordenamiento jurídico 

nacional e internacional les reconoce. 
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Para nosotros, el caso del ACRI es emblemático no solo porque se trata de 

una zona con una altísima importancia ecológica que ha justificado la 

constitución de un área natural protegida, sino esencialmente por el alto 

nivel de protestas de la población y las acusaciones de corrupción en el 

manejo de sus recursos que dependen del erario público y de la cooperación 

climática. 

1.2. Características del estudio 

Objetivo principal 

Con base en las denuncias expresadas a lo largo de los últimos 16 años, 

nuestro estudio busca comprobar la ocurrencia y gravedad de las presuntas 

violaciones a los derechos humanos de comunidades indígenas del pueblo 

Shipibo Konibo y caseríos que habitan dentro del ACRI, a raíz de la gestión 

del Gobierno Regional de Ucayali (GOREU), en concreto, de la Autoridad 

Regional Ambiental (ARA) y de su jefatura. 

Objetivos secundarios 

En el marco de la creación y gestión del ACRI, determinar lo siguiente: 

a. Si se violó el derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas 

y a la autonomía organizativa de los caseríos. 

b. Si se violó el derecho a gozar de un medio ambiente sano de los 

pueblos indígenas y los caseríos. 

c. Si se violó el derecho a la transparencia y a vivir en una sociedad libre 

de corrupción de los pueblos indígenas y los caseríos. 

d. Si se violó el derecho al consentimiento y la consulta previa, libre e 

informada de los pueblos indígenas y a la participación ciudadana en 

materia ambiental de los caseríos. 

1.3. Metodología 

Tipo de investigación 

Nuestra investigación es de tipo experimental, al no existir antecedentes en 

la materia, y cualitativa, ya que se basa principalmente en las testimonios y 

experiencias de vida de las personas entrevistadas. Complementariamente, 

empleamos documentación oficial del Estado peruano y fotografías para 

profundizar nuestro análisis. 
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Herramientas de investigación 

Para realizar esta investigación aplicamos las siguientes herramientas para 

la recolección de la información: 

a) Entrevistas a profundidad 

Se realizaron 33 entrevistas semiestructuradas y en profundidad a una 

muestra de 27 personas del Imiría y Chauya. 23 entrevistas fueron con 

miembros de comunidades nativas y 10 con caseríos. Las personas 

participantes fueron elegidas de acuerdo con tres criterios: por su rol de 

autoridad a nivel comunal (ahora o en el pasado, en algunos casos por ser 

personas adultas mayores con décadas de residencia en la zona), por haber 

participado o sido testigos directos de situaciones de conflictos entre la 

población y el ACRI, y por su predisposición a colaborar con esta 

investigación. 

Comunidad nativa Personas entrevistadas 

Nueva Yarina 5 

Junín Pablo 5 

Caimito 7 

Buenos Aires 3 

Nuevo Loreto 3 

Total 23 

 

Caserío Personas entrevistadas 

12 de Mayo 3 

Unión Vecinal 2 

Pacifico  5 

Total  10 
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De igual manera, este trabajo ha cumplido con las normas de transparencia 

y el respeto a los derechos humanos de las personas que fueron 

entrevistadas, ya que desde un inicio se informó a todos los participantes 

sobre el motivo de la investigación, consultándoles si deseaban formar parte 

de ella y de qué manera sería utilizada la información brindada.  

Asimismo, se les requirió firmar un documento de consentimiento 

informado, en el cual podían elegir que su participación sea público o 

confidencial, en aras de proteger su seguridad e intimidad frente a posibles 

represalias. La mayoría de ellas optó porque sus datos sean consignados de 

manera anónima en el producto final publicable. 

De igual manera, las personas que no comprendían o tenían dificultades para 

expresarse en idioma castellano fueron entrevistadas en su idioma materno, 

Shipibo Konibo. Al finalizar cada entrevista, se les leyó la información 

recolectada y se les consultó si estaban de acuerdo o no con su contenido y 

si deseaban modificarlo. Con ello se demuestra la seriedad y autenticidad de 

la información recopilada directamente desde el lugar de los hechos.  

b) Solicitudes de acceso a la información pública a entidades 

estatales 

De acuerdo con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

(Ley 27806), en sus artículos 7, 12 y 14, concordantes con el artículo 2, inciso 

20 de la Constitución Política del Perú, y conforme a lo dispuesto por el 

artículo 106 de la Ley del Procedimiento Administrativo General (Ley 27444), 

mediante la Carta Múltiple N.º 001-2024, con fecha de entrega los días 3 y 4 

de octubre de 2024, se dirigieron comunicaciones formales al gobernador 

regional de Ucayali, Manuel Gambini Rupay, al gerente regional de la ARAU, 

Nelson Seijas Valderrama, y al jefe del ACRI, Samuel Cauper Pinedo, 

solicitando la siguiente información: 

- Copia de los informes mensuales remitidos por los guardaparques y 

el personal técnico del ACRI, en el ejercicio de sus funciones, desde 

junio de 2022 hasta agosto de 2024. 

- Copia del expediente técnico del proyecto Imiría, en todas las fases del 

ciclo de inversión pública (programación multianual de inversiones, 

formulación y evaluación, ejecución y funcionamiento), incluyendo 
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información detallada sobre su presupuesto, beneficiarios, objetivos, 

ejecución y conclusión. 

- Copia de todas las denuncias penales o administrativas presentadas 

por los trabajadores y colaboradores del ACRI en el ejercicio de sus 

funciones, desde junio de 2022 hasta agosto de 2024. 

- Copia de todas las alertas generadas por el ACRI y remitidas a la ARAU, 

en el mismo periodo comprendido entre junio de 2022 y agosto de 

2024. 

Con fecha 25 de noviembre del 2024, a través de la Carta N.° 425-2024-GRU-

GGR-SG, Juan Guillermo Gonzales Oyola, secretario general del GOREU, 

afirmó haber cumplido con la entrega la información solicitada. El 

documento recibido contenía tres enlaces electrónicos (vía Google Drive), en 

los que supuestamente se encontraba la información solicitada. No obstante, 

grande fue nuestra sorpresa al revisar dichos enlaces y descubrir que se 

encontraban totalmente vacíos, sin ninguna información. Ante esta calidad 

de respuesta, nos preguntamos si las autoridades regionales están 

ocultando cosas para proceder de esa manera y generar muchas más 

interrogantes sobre su gestión del ACRI.        

Posteriormente, el 12 de julio de 2025 solicitamos al GOREU y la ARAU 

información sobre: 

- Los ingresos y egresos ejecutados con recursos del presupuesto 

público y de fuentes internacionales, de forma directa o a través de la 

Jefatura del  ACRI, desde su creación en el año 2010 hasta la fecha. 

- Los balances, memorias e informes anuales de gestión 

correspondientes al mismo periodo. 

Estas solicitudes no fueron atendidas por ninguna de las entidades 

requeridas ni dentro del plazo legal ni fuera de él. 

Con fecha 12 de diciembre del 2025, se presentó otra vez una solicitud 

dirigida al gerente regional de la ARAU, Nelson Seijas Valderrama, solicitando 

el acceso a información pública como: 

- El expediente técnico completo de la propuesta del Plan Maestro que 

actualmente se encuentra en proceso de actualización, así como el 

informe sobre su estado actual. 
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- El expediente técnico completo del procedimiento de consulta previa 

de este Plan Maestro, incluyendo información sobre el plan de 

consulta, actividades realizadas, personas participantes y próximas 

etapas, incluyendo financiamiento. 

Esta solicitud fue respondida por la entidad con fecha 24 de febrero del 2026, 

a través del correo electrónico institucional de Seijas Valderrama. Recibimos 

el Informe N.º 221-2026-GRU-GGR-ARAU-DCDB, en el que su despacho nos 

solicita que especifiquemos nuestro requerimiento de información. 

Con fecha 6 de marzo del 2026, a través de un escrito, cumplimos con 

especificar dicha información y responder con los detalles al mismo correo 

electrónico de la autoridad. Hasta la fecha, sin embargo, no se obtuvo 

ninguna información sobre pedido realizado a pesar de haberse excedido los 

plazos legalmente establecidos una vez más.   

También el 12 de diciembre del 2025, se presentó una segunda solicitud de 

acceso a la información pública dirigida al mismo gerente general de la ARAU, 

solicitando esta vez que proporcione información del ACRI desde 2019 hasta 

2025 sobre:  

1. Presupuesto Institucional de Apertura (PIA) por año. 

2. Presupuesto Institucional Modificado (PIM) por año. 

3. Ejecución presupuestal anual, desagregada por: 

- Fuente de financiamiento 

- Categoría presupuestal 

- Genérica del gasto 

- Específica del gasto 

- Descripción del nivel 

- Actividad, proyecto u obra 

- Unidad ejecutora 

4. Todas las notas modificatorias y documentos de sustento. 

5. Versiones digitales editables originales (Excel, CSV o equivalente). 

6. Ingresos otorgados por órganos de la cooperación técnica 

internacional al ACRI, detallando montos, entidades cooperantes, 

objetivos, ejecución y período de implementación, 
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correspondientes al periodo comprendido entre enero de 2019 y 

noviembre de 2025. 

7. Informes mensuales remitidos por los trabajadores, 

colaboradores, consultores y prestadores de servicios en general 

de la jefatura del ACRI, correspondientes al periodo comprendido 

entre enero del 2019 a noviembre del 2025. 

8. Información financiera y programática relacionada al proyecto 

Imiría, incluyendo: presupuesto asignado, beneficiarios, grado de 

ejecución, informes de avance y conclusión, y cualquier otro 

documento relevante vinculado al proyecto. 

Con fecha 18 de febrero del 2026, al no haber respuesta por parte de la 

ARAU, reiteramos nuestra la solicitud de acceso a la información pública a 

través de un oficio formal. 

Con fecha 9 de marzo del 2026, la ARAU nos remitió la Carta N.° 012-GRU-

GR-GGR-ARAU, que consta únicamente de dos folios provenientes de 

cuadros de Excel descoloridos y mal impresos, sin ninguna nitidez tratándose 

de números. En ellos se detallan los presupuestos correspondientes a los 

años fiscales 2019 al 2025, los cuales fueron otorgados por el Ministerio de 

Economía y Finanzas, y no contienen ninguna otra información. 

Deliberadamente, excluyen las fuentes de ingreso del ACRI que provienen de 

la cooperación climática que les proporciona asistencia financiera y técnica. 

Asimismo, reiteramos que la información proporcionada no resulta legible, 

lo que genera malestar al momento de su revisión. En ese sentido, se 

evidencia poca seriedad y una vocación sostenida de falta de transparencia 

por parte del GOREU y su ARAU, considerando que se encuentran en la 

obligación de brindar la información solicitada de manera clara y completa.  

c) Visitas a campo 

Para fines de este estudio, se realizaron tres visitas de campo. 

- Primera visita: se llevó a cabo del 13 al 16 de julio de 2024. El equipo 

de investigación visitó las comunidades nativas de Junín Pablo y Nueva 

Yarina, así como los caseríos de 12 de Mayo y Unión Vecinal. El 

propósito de esta primera visita fue informar y sensibilizar a las 

autoridades y comuneros sobre el estudio que se realizaría, así como 

elaborar un directorio de contactos para coordinar la siguiente visita. 
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- Segunda visita: correspondió a la primera fase de entrevistas a 

miembros de comunidades y caseríos que conforman el ACRI. Se 

realizó del 30 de julio al 2 de agosto de 2024. Las actividades se 

desarrollaron de la siguiente manera: 

Fecha Comunidad o caserío  

30 julio de 2024 Llegada del equipo técnico a la CN Junín Pablo 

31 de julio de 2024 Entrevistas en la CN Junín Pablo  

1 de agosto de 2024 Entrevistas en la CN Nueva Yarina 

2 de agosto de 2024 Entrevistas en el Caserío 12 de Mayo y retorno 

a la ciudad de Pucallpa 

- Tercera visita: correspondió a una segunda fase de entrevistas en 

seguimiento a los hallazgos preliminares de la jornada anterior. Se 

realizó del 6 de septiembre al 10 de septiembre de 2024. Las 

actividades se desarrollaron de la siguiente manera: 

Fecha Comunidad o caserío  

6 de septiembre de 

2024 

Llegada del equipo a la CN Junín Pablo 

7 de septiembre de 

2024 

Entrevistas en el caserío Unión Vecinal 

8 de septiembre de 

2024 

Entrevistas en el caserío Pacífico  

9 de septiembre de 

2024 

Entrevistas en la CN Buenos Aires y CN Nuevo 

Loreto 

10 de septiembre de 

2024 

Entrevistas en la CN Caimito y retorno a la 

ciudad de Pucallpa 
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- Cuarta visita: correspondió a la fase final de entrevistas con el fin de 

corroborar si, un año después del inicio de la investigación, la 

percepción de la población sobre el ACRI seguía siendo la misma. Se 

realizó del 4 al 8 de julio de 2025, únicamente con comunidades 

nativas. Las actividades se desarrollaron de la siguiente manera: 

Fecha Comunidades  

4 de julio de 2025 Llegada del equipo a la CN Junín Pablo 

5 de julio de 2025 Entrevistas en la CN Junín Pablo 

6 de julio de 2025 Entrevistas en la CN Nueva Yarina 

7 de julio de 2025 Entrevistas en la CN Caimito 

8 de julio de 2025 Retorno a la ciudad de Pucallpa 

1.4. Posicionamiento personal del autor 

Antes de continuar, el autor desea resaltar que es miembro de la comunidad 

nativa Junín Pablo. Allí nació hace 29 años, creció y concluyó sus estudios 

escolares. Habla el idioma Shipibo Konibo con fluidez y vivió en territorio 

indígena la mayor parte de su vida. Como tal, conoce de cerca y de primera 

mano la historia de la creación del ACRI y la realidad de lo que viene 

ocurriendo en ese territorio. 

Asimismo, entre los años 2009 y 2011, fue integrante del Comité Local de 

Vigilancia Pesquera (COLAVIPES), una iniciativa de la Dirección Regional de 

Producción del GOREU cuyo objetivo era capacitar e implementar a jóvenes 

estudiantes para el cuidado de la laguna. Desde su compromiso y 

experiencia profesional como abogado, busca que se respeten las opiniones 

y los derechos de sus hermanos del Imiría, quienes durante años han sido 

olvidados por el Estado. Sus demandas no han sido escuchadas ni tomadas 

en cuenta, mientras que los abusos contra sus derechos se han vuelto cada 

vez más frecuentes. Esta investigación es para ellas y ellos. 
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II 

DESARROLLO 

2.1. Hallazgos durante el año 2024 

En esta sección se comprenden los resultados de las entrevistas realizadas 

por el equipo de investigación en la segunda y tercera visita de campo que 

realizaron entre julio y septiembre de 2024. 

a) Sobre las posibles violaciones al derecho a la autodeterminación 

de los pueblos indígenas y a la autonomía organizativa de los 

caseríos 

Como parte de esta sección, hemos anotado las siguientes declaraciones 

como las más relevantes: 

Jeremías Cruz 

Nunta, CN 

Caimito 

“El plan maestro del ACR Imiría elaborado en el año 

2019 se hizo a espaldas de la comunidad de Caimito, sin 

respetar el debido proceso. Los ingenieros utilizan a las 

comunidades, no realizan reuniones públicas para 

presentar sus propuestas”. 

Entrevistado 

N.° 1, CN 

Nuevo Loreto 

“La jefatura del ACR no respeta las decisiones que se 

toman en asamblea. Hace un tiempo me dijeron que 

solo podíamos sacar 10 o 15 kilos de pescado. También 

quitaron dos trampas nuevas con todo el paiche. Todo 

ese daño me lo hicieron los miembros del ACR, 

encabezados por el ingeniero Rubén Taboada y el 

ingeniero Watanabi”.  

Abner Ancón 

Rodríguez, CN 

Caimito 

“Nadie puede extraer madera, ya no podemos hacer 

chacra ni siquiera para autosostenernos. La regla del 

ACR es hacer chacra en purma [bosque secundario] 

pero eso no es lógico, ahí no crece nada”. 

Entrevistado 

N.° 1, CN 

Caimito 

“Nosotros ya no queremos más al ACR Imiría. No 

queremos que se elabore el nuevo plan maestro. Como 

comunidad estamos apuntando a la exclusión del ACR 
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 Imiría, que se quede solo con los que lo apoyan, porque 

no nos traen nada. Son solo promesas, no saben 

cumplir”. 

Entrevistado 

N.° 2, CN 

Nuevo Loreto 

“Nos dicen que, por estar dentro del ACR Imiría, nos 

prohíben pescar. Entonces, ¿cómo solventamos a 

nuestras familias? Los del ACR Imiría deberían darnos 

trabajo, porque ellos ganan en nombre de nosotros. Por 

eso los comuneros empiezan a migrar a otros lugares 

en busca de trabajo. La jefatura nos prohíbe, pero no 

nos da una alternativa de cómo generar nuestro propio 

ingreso económico”. 

Entrevistado 

N.° 1, CN 

Caimito 

“Los del ACR nos limitan en la pesca; ya no podemos 

hacer chacras grandes. Decomisan nuestras redes de 

pesca y luego las venden, cada vez tenemos menos 

opciones de poder salir adelante”.  

Entrevistado 

N.° 1, CN 

Nueva Yarina: 

“El ingeniero Lastra del ACR Imiría, en el año 2012, me 

quitó mi trampa y luego me denunciaron. Tuve que 

entregar mi trampa al juez de paz. […] También cuando 

quise hacer mi chacra para sembrar maíz a las orillas 

del río Tamaya, los ingenieros del ACR me dijeron que 

no podía, porque si lo hacía me mandarían a la cárcel. El 

agente municipal también me informó que ya no 

permiten hacer chacra”. 

Entrevistado 

N.° 1, CN 

Nueva Yarina 

“El ingeniero Lastra del ACR Imiría, en el año 2012, me 

quitó mi trampa y luego me denunciaron. Tuve que 

entregar mi trampa al juez de paz. […] Cuando quise 

hacer mi chacra para sembrar maíz a las orillas del río 

Tamaya, los ingenieros del ACR me dijeron que no podía 

hacerlo, porque si lo hacía me mandarían a la cárcel. El 

agente municipal también me informó que ya no 

permiten hacer chacra”. 
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Milán Balcárcel 

Dafonseca, 

caserío Unión 

Vecinal 

“En la laguna de Chauya, los guardaparques e 

ingenieros del ACR Imiría nos intervinieron cuando 

estaba pescando con mis hijos. Hubo agresión verbal y 

nos amenazaron con denunciarnos”.  

Ricardo 

Serruche Ruiz, 

caserío Pacífico 

“Desde la creación del ACR Imiría no se ha visto ningún 

cambio. Al contrario, nos oprimen en la pesca y en la 

madera; no podemos tumbar ni un árbol. Entonces, 

¿cómo haremos nuestra chacra?, ¿cómo sembraremos 

nuestro alimento? El Estado no nos mantiene, no 

tenemos un sueldo”. 

César Hipólito 

Serruche Ruiz, 

caserío Pacífico 

“El personal del ACR Imiría nos prohíbe hacer chacra en 

altura; solo podemos hacer 50 metros en purma, pero 

no en monte alto. En la pesca, nos dijeron que solo se 

puede sacar un máximo de 50 kilos por morador que se 

dedica a la pesca; y los que no se dedican, solo pueden 

pescar para su consumo”.  

Entrevistado 

N.° 2, caserío 

12 de Mayo 

“Los del ACR Imiría nos restringen cuando alguien 

quiere hacer chacra. No te dejan. Llegan e impiden el 

trabajo, te dicen que te pueden denunciar si no haces 

caso, te asustan. Los que impiden son los ingenieros. El 

año pasado, entre julio y agosto del 2023, llegaron a 

decirme que no podía hacer chacra y me amenazaron 

con denunciarme”.  

b) Sobre las posibles violaciones al derecho a gozar de un medio 

ambiente sano de los pueblos indígenas y los caseríos 

Como parte de esta sección, hemos anotado las siguientes declaraciones 

como las más relevantes: 

Entrevistado 

N.° 3, CN 

Nuevo Loreto 

“En 2022 ingresaron invasores a nuestro territorio, eran 

personas de la sierra que vinieron a sembrar hoja coca, 

aunque actualmente ya no hay”.  
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Entrevistado 

N.° 1, CN 

Nuevo Loreto 

“Los pescadores ilegales ingresan por el río y por la 

carretera, y los del ACR Imiría no hacen nada para 

expulsarlos. Actualmente existe sembrío ilegal de coca 

en el caserío Putaya, que colinda con nuestro territorio 

comunal, pero que pertenece al ACR Imiría”.  

Entrevistado 

N.° 1, CN 

Buenos Aires 

“Los menonitas invadieron una parte del territorio 

comunal; son siete parcelas dentro del territorio, y cada 

una tiene entre 20 y 30 hectáreas donde siembran 

arroz, soya y verduras. También hay otras personas que 

se dedican a sembrar hoja coca”.  

Entrevistado 

N.° 1, CN 

Buenos Aires 

“El proyecto Imiría, que no fue concluido, tuvo 

corrupción en los pagos a los beneficiarios. La 

comunidad aceptó porque nos iban a pagar 900 soles 

por hectárea, pero hasta la fecha no nos dieron ni un 

centavo, a pesar de que el proyecto termina este mes 

de septiembre de 2024”.  

Abner Ancón 

Rodríguez, CN 

Caimito 

“En el lindero entre la comunidad Caimito y el caserío 

Bella Flor, un comunero vio que existen 

aproximadamente 30 hectáreas sembradas de hoja de 

coca”.  

Elita Barbarán 

Panduro, CN 

Buenos Aires 

“Hay invasión del territorio comunal por parte de los 

menonitas y personas que vienen del distrito de 

Masisea, además del ingreso de pescadores a la laguna 

Imiría para depredar nuestros recursos.”  

Entrevistado 

N.° 2, caserío 

Unión Vecinal 

“En los alrededores de la laguna de Chauya existen 

personas que se dedican a grandes extensiones de 

sembríos de hoja de coca.”  

Milán Balcárcel 

Dafonseca, 

“Muchas personas desconocidas ingresan con total 

normalidad al Imiría y al Chauya, vienen a deforestar el 

bosque para luego sembrar hoja coca. Lo mismo ocurre 
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caserío Unión 

Vecinal 

con los pescadores que llegan de otros lugares a pescar 

sin restricción alguna”.  

Entrevistado 

N.° 2, CN Junín 

Pablo 

“Los pescadores vienen a envenenar los peces, sacan 

entre una y dos toneladas en los lagos Imiría y Chauya. 

Entran entre los meses de febrero y marzo, justo 

cuando los peces desovan, y el personal del ACR Imiría 

no hace nada para impedir su ingreso.”  

 

c) Sobre las posibles violaciones al derecho a la transparencia y a 

vivir en una sociedad libre de corrupción de los pueblos indígenas 

y los caseríos 

Como parte de esta sección, hemos anotado las siguientes declaraciones 

como las más relevantes: 

Entrevistado 

N.º 3, caserío 

Pacífico 

“Los guardaparques del ACR Imiría nos pedían dejar 

algo en prenda para dejarnos pasar con nuestra 

madera, y luego, al regresar, les pagábamos entre 400 y 

500 soles, dependiendo de la cantidad de tuco de 

madera [trozas de madera]”. 

Entrevistado 

N.º 1, CN 

Nuevo Loreto 

“El proyecto Imiría no se cumplió del todo porque se 

terminó el dinero. Hubo corrupción por mal manejo de 

los recursos. En total, hubo 20 beneficiarios de nuestra 

comunidad que no fueron pagados por el trabajo de 

reforestación realizado”.  

Entrevistado 

N.° 3, CN 

Nuevo Loreto 

“Todos los beneficiarios del proyecto Imiría de mi 

comunidad trabajamos: limpiamos, reforestamos para 

poder cumplir, y hasta la fecha no nos pagan. Nos 

engañaron. Firmamos varios documentos. Hubo 

accidentes, gente que se accidentó limpiando su 

parcela. Mi suegro incluso gastó su Pensión 65 para 

poder mantener su reforestación”. 
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Entrevistado 

N.° 2, CN 

Nuevo Loreto 

“En el proyecto Imiría actualmente hay un gran 

problema. En el mes de agosto vinieron tres ingenieros 

a revisar las parcelas. Ese día les comenté mi malestar, 

porque al realizar ese trabajo me accidenté cortándome 

la pierna con la cultivadora con tal de cumplir. Hasta 

ahora sigo esperando mi incentivo. Por eso digo que 

hay corrupción en el ACR Imiría”. 

Melquicedec 

Arévalo 

Gómez, CN 

Nueva Yarina 

“El proyecto Imiría, para la recuperación de 

microcuencas, consistía en que cada beneficiario 

recibiría 900 soles por hectárea reforestada. Hasta 

ahora no hay respuesta. Tengo una denuncia penal 

contra la empresa SAMAS, que había ganado la licitación 

[del proyecto]. Nosotros [en Nueva Yarina] fuimos los 

primeros en cumplir con la meta. Dos comuneros se 

accidentaron: uno casi pierde la vista y otro se cortó la 

pierna. Solo queremos que nos paguen”. 

d) Sobre las posibles violaciones al derecho al consentimiento y la 

consulta previa, libre e informada de los pueblos indígenas y a la 

participación ciudadana en materia ambiental de los caseríos 

Como parte de esta sección, hemos anotado las siguientes declaraciones 

como las más relevantes: 

Abner Ancón 

Rodríguez, CN 

Caimito 

“Personalmente no participé [en la consulta previa del 

ACR], pero vi los documentos en el expediente. No fue 

una consulta, solo se realizaron talleres. La consulta 

previa tiene un procedimiento, y lo que hicieron fueron 

reuniones informativas para creación del ACR Imiría”.  

Entrevistado 

N.° 2, caserío 

Unión Vecinal 

“Para la creación del ACR Imiría, en ninguna oportunidad 

se acercaron a mi caserío a realizar una reunión o un 

taller informativo”.  
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Entrevistado 

N.° 2, CN Junín 

Pablo 

“La consulta previa para la aprobación del ACR Imiría no 

estuvo bien hecha. Hay siete pasos en ese proceso, y ellos 

solo hicieron talleres llevando información. Aquí están 

las firmas. Realizaron cinco talleres, cada tres o cuatro 

meses, hablaban del ACR y, finalmente, nos dijeron que 

sí se haría”.  

 

2.2. Hallazgos durante el año 2025 

Diez meses después de la tercera visita, en julio de 2025, retornamos al Imiría 

y Chauya para constatar en qué medida la percepción de la población seguía 

siendo la misma y exploramos aún más a profundidad su relación personal 

con el ACRI y los impactos que ha tenido en sus vidas, las de sus comunidades 

y caseríos. 

a) Sin mejoras sustanciales en la gestión del ACRI 

Según las personas entrevistadas, el ACRI “cada vez está peor, no hay apoyo 

a las comunidades, y en este último año del 2025 no ha mejorado nada” 

(entrevistado N.° 1, CN Caimito; entrevistado N.º 1, CN Junín Pablo). 

Asimismo, manifestaron que “ahora solo en la ciudad se está administrando 

el ACRI y prácticamente aquí en las comunidades no se ve nada” 

(entrevistado N.° 1, CN Junín Pablo). 

b) Promueve el divisionismo entre organizaciones, comunidades y 

dirigentes indígenas 

Uno de los principales cuestionamientos de las personas entrevistadas tiene 

que ver con el tipo de relación del personal del ACRI con las autoridades de 

comunidades y caseríos. En su opinión, tienden a negociar liderazgos en base 

a beneficios económicos; es decir, el respaldo de los jefes a la presencia del 

ACRI a cambio de ventajas indebidas o sobornos para mantenerlos 

“callados”. 

De acuerdo con las declaraciones recogidas, los ingenieros del ACRI 

prometen contratar a los jefes de las comunidades una vez que concluyan 

sus mandatos, ofreciéndoles trabajo como guardaparques. Precisamente, 

esta sería la estrategia para condicionar su apoyo y el de sus propios 
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comuneros y moradores a la gestión del ACRI (entrevistado N.° 3, CN Junín 

Pablo). Otro participante añadió que “también contratan a las personas que 

hablan o reclaman [frente al ACR] para tenerlos tranquilos y callados” 

(entrevistado N.° 1, CN Caimito). 

Según un testimonio, en algunos casos la estrategia del ACRI no se limita solo 

a pagar sobornos, en los casos más difíciles también recurren a amenazas de 

denuncia ante las autoridades judiciales (criminalización): “Los del GOREU 

nos iban a considerar [a quienes protestamos] personas no gratas, pero esto 

no se concretó. Durante el levantamiento [la primera protesta contra el ACRI 

en octubre 2022], los del ARAU nos amenazaron con denunciarnos por 

incitadores y llevarse a todos los dirigentes que encabezan” (entrevistado N.° 

4, CN Junín Pablo). 

c) Persisten prácticas de criminalización y tensiones con la 

población local por restringirles el aprovechamiento de los 

recursos naturales 

Los miembros de comunidades nativas entrevistados señalaron que no 

mantienen una buena relación con los trabajadores del ACRI, o que el 

contacto con ellos es casi nulo (tanto con el equipo técnico como con los 

ingenieros y guardaparques). Esto se debe a las restricciones impuestas para 

realizar actividades tradicionales como pescar, extraer madera o cultivar en 

bosques primarios, permitiéndoseles únicamente el uso de purmas (bosques 

secundarios) (entrevistado N.° 2, CN Junín Pablo; entrevistado N.° 1, CN 

Caimito). 

“El ingeniero Rubén Taboada, del ACR Imiría, nos amenazó con denunciarnos 

si hacíamos chacra, y por eso la gente ya no sembró. Si lo hubiéramos hecho, 

tal vez nos hubieran denunciado”, afirmó una de las personas participantes 

(entrevistado N.° 5, CN Nueva Yarina). 

d) Invasiones y daños contra el medio ambiente por economías 

ilegales se han agudizado y deterioran más la calidad de vida de 

la población  

Es un dato de la realidad que incontables incendios forestales han afectado 

gravemente a las comunidades nativas y campesinas del Imiría en los últimos 

años, ocasionando la pérdida de cientos de hectáreas de bosques primarios 

y chacras comunales. Además, los desbordes e inundaciones ocurridos 
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recientemente también han causado daños significativos a la población, 

especialmente en las comunidades asentadas en bajiales (zonas inundables), 

donde los cultivos fueron arrasados. 

En cuanto a la actividad pesquera, las personas entrevistadas denunciaron 

que el ACRI ha impuesto limitaciones severas a la población. “Para la venta 

solo podemos pescar 50 kilos por familia y, para la alimentación diaria, 5 

kilos, pero no alcanza. Nos quejamos en la reunión, pero no nos hicieron 

caso. Por eso los demás comuneros queríamos sacar al ACR Imiría” 

(entrevistado N.° 1, CN Junín Pablo). 

De igual manera, señalaron que personas foráneas dedicadas a la pesca y la 

tala ilegal ingresan sin restricciones y extraen recursos que existen en el ACRI, 

mientras que los guardaparques no actúan o aparentan tener acuerdos con 

ellos. Según su testimonio, estos actores externos pagarían sobornos para 

ingresar, mientras que a los comuneros locales sí se les prohíbe el 

aprovechamiento de sus propios recursos (entrevistado N.° 1, CN Junín 

Pablo; entrevistado N.° 1, CN Caimito). 

El territorio de las comunidades de Caimito, Junín Pablo y la laguna Chauya 

está siendo invadido por colonos que se dedican al sembrío ilegal de hoja de 

coca, deforestando bosques primarios. Esto genera preocupación, ya que, 

tratándose de un área natural protegida, debería existir un sistema más 

riguroso de vigilancia satelital y control en campo. 

Según los testimonios recogidos, los guardaparques del ACRI mantienen 

acuerdos con taladores ilegales y permiten su ingreso sin ningún tipo de 

obstáculo. En contraste, denuncian que a la población local sí se les restringe 

el acceso a los recursos, incluso para el autoconsumo (entrevistado N.° 1, CN 

Junín Pablo; entrevistados N.° 1 y N.º 3, CN Caimito). 
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e) Desconfianza de la población y conflictos con el ACRI por el 

incumplimiento de obligaciones asumidas en el marco de 

proyectos productivos 

El Proyecto de Inversión Pública: “Recuperación de las 

Microcuencas del Área de Conservación Regional Imiría, 

Provincia de Coronel Portillo, Región Ucayali”, con código 

unificado N.° 2235203, fue parte de la agenda del ACRI. Contó 

con un presupuesto aproximado de 18,247,993.00 soles. Una 

de sus actividades principales consistía en realizar reforestación 

de especies como aguaje, bolaina, pijuayo, guaba y pashaco, por 

las cuales cada beneficiario recibiría un incentivo de 900 soles 

por hectárea. En total, participaron 110 beneficiarios que 

cumplieron con las labores acordadas. El pago estaba previsto 

para septiembre de 2024, pero fue postergado reiteradamente 

hasta el cierre del proyecto en diciembre del mismo año. 

Las personas entrevistadas fueron categóricas en calificar el proyecto Imiría 

como un “engaño” porque desde un inicio no les hicieron firmar un contrato 

para realizar dicha actividad de reforestación y se aprovecharon de su buena 

fe y desconocimiento del derecho estatal. Esto ha generado preocupación y 

mayor desconfianza en el ACRI. Hablamos, incluso, de un rechazo 

generalizado de la población. A raíz de esta situación, quienes participaron 

en el presente estudio manifestaron no querer participar en futuros 

proyectos impulsados por la entidad (entrevistados N.º 1, N.º 2 y N.º 3, CN 

Junín Pablo; entrevistado N.° 1, CN Nueva Yarina). 

Todas las personas entrevistadas en comunidades nativas y campesinas, 

tanto en 2024 como en 2025, coincidieron en que el ACRI nunca ha realizado 

rendiciones de cuentas sobre sus ingresos y egresos, pese a los pedidos 

reiterados por las comunidades. Esto genera una profunda desconfianza, 

más aun considerando que el actual jefe de ACRI –Beker López Renfigo– fue 

uno de los ingenieros involucrados en el proyecto Imiría y que su designación 

provino del GOREU sin la participación de las comunidades integrantes del 

ACRI (entrevistado N.° 1, CN Nueva Yarina). 
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f) Percepción negativa sobre la consulta previa del nuevo Plan 

Maestro para el ACRI 2026-2030 

El nuevo Plan Maestro del ACRI, que espera establecer reglas internas sobre 

el aprovechamiento de los recursos naturales entre los años 2026 y 20305, 

aún no ha sido aprobado y la mayoría de las personas entrevistadas 

desconocía los detalles del proceso. En octubre de 2024, se realizó una única 

reunión en la CN Junín Pablo para hablar sobre la actualización del Plan 

Maestro, pero no se llevaron a cabo más actividades informativas o 

participativas; la consulta previa se encuentra estancada por el descontento 

mayoritario de la población (entrevistado N.° 1, CN Caimito; entrevistados N.º 

1, N.º 2, N.º 3 y N.º 4, CN Junín Pablo; entrevistado N.° 2, CN Nueva Yarina).  

“Ninguna autoridad ha participado, porque nosotros no queremos más al 

ACRI. Ellos hacen el Plan Maestro en gabinete y luego vienen a las 

comunidades para darlo conocer y hacer que lo firmen”, afirmó uno de los 

comuneros (entrevistado N.° 1, CN Caimito). 

g) Otras afectaciones a la población no previstas: el desplazamiento 

forzoso 

Según las personas entrevistadas, la presencia del ACRI ha traído retraso 

económico y desempleo en las comunidades. Pero este problema no termina 

allí, sino que viene provocando que numerosas familias y jóvenes migren 

hacia otras regiones, como Lima, Pisco o Ica, en busca de trabajo y mejores 

oportunidades en general. De acuerdo con los testimonios, antes muchos 

comuneros se dedicaban a la madera y la pesca comercial, pero las 

restricciones actuales solo permiten el aprovechamiento para autoconsumo, 

lo que limita severamente sus ingresos. Los migrantes, por otro lado, viven 

en condiciones de pobreza o pobreza extrema, hacinados en las grandes 

ciudades, en condiciones de precariedad por haber perdido el control de su 

territorio (Jeremías Cruz Nunta y entrevistados N.° 1 y N.º 2, CN Caimito; 

entrevistado N.º 4, CN Junín Pablo y entrevistados N.° 1 y N.º 2, CN Nueva 

Yarina).  

A nuestro jucio, se trata de un caso de desplazamiento forzoso que no ha 

sido visibilizado aún como tal y que revela lo profundo de las afectaciones 

 
5 Originalmente, este instrumento de gestión debió ser aprobado en 2025, pero el rechazo mayoritario de la 

población (comunidades que con quienes se debía realizar el proceso de consulta previa y caseríos con quienes se 

debían realizar talleres informativos) ha impedido que pueda avanzar. 
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que genera al ACRI a la calidad de vida de la población de comunidades y 

caseríos. 

h) Mayor respaldo a propuestas alternativas para gestionar las 

lagunas Imiría y Chauya 

Finalmente, constatamos que la mayoría de las personas entrevistadas están 

de acuerdo con que es urgente modificar la estructura del ACRI para dar 

mayor autonomía y beneficiar directamente a las comunidades y los 

caseríos. Mientras que algunos proponen mantener el ACRI con ciertas 

reformas importantes en su funcionamiento, otros propusieron alternativas 

autogestionadas por los pueblos indígenas en alianza con los caseríos, con 

más o menos participación del Estado, a través de la figura de una reserva 

comunal (con cogestión con el SERNANP desde el Gobierno central) o lo que 

se ha conocido como “área ecológica indigena” (AEI) (una iniciativa de gestión 

completamente autónoma del pueblo Shipibo organizado que en el caso 

particular del Imiría busca involucrar también a los caseríos), aunque 

recalcan que, cualquiera sea la alternativa, debe surgir de un proceso previo 

que asegure la plena participación de la población (Jeremías Cruz Nunta y 

entrevistados N.° 1 y N.º 2, CN Caimito; entrevistados N.º 1, N.º 2 y N.º 4, CN 

Junín Pablo; entrevistado N.° 2, CN Nueva Yarina). 

Mientras tanto, algunas personas manifestaron su deseo de trabajar 

libremente —aprovechar los recursos naturales— y sin restricciones, 

asegurando que esto no implica destruir ni depredar, sino respetar las 

propias reglas de la naturaleza para no desgastarla. Sin embargo, también 

consideran que mientras el ACRI exista, es imposible recuperar esa 

autonomía. De igual manera, algunas declaraciones también recalcaron la 

necesidad de que, con o sin ACRI, ciertos recursos naturales sean 

especialmente protegidos y se establezcan restricciones de uso, centrándose 

en mantener fuera del área a las personas foráneas que más contribuyen a 

la depredación (Jeremías Cruz Nunta, CN Caimito; entrevistado N.º 1, CN Junín 

Pablo). 
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2.3. Hallazgos fotográficos 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Sembrío de hoja de coca en el territorio de la CN Nuevo Loreto. 
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Poza de maceración de hoja de coca, para la elaboración de pasta básica de cocaína, ubicado 

dentro del territorio de la CN Nuevo Loreto. 
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Campamento rústico de los cocaleros en el territorio de la CN Nuevo Loreto. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

Fotos recopiladas durante la segunda visita del año 2025. Sembrío de hoja de coca en el 

territorio de la CN Caimito. Las fotos fueron proporcionadas por los mismos comuneros. 
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Fotos recopiladas durante la segunda visita del año 2025. Sembrío de hoja de coca en el 

territorio de la CN Caimito. Las fotos fueron proporcionadas por los mismos comuneros. 
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Fotos recopiladas durante la segunda visita del año 2025. Sembrío de hoja de coca en el 

territorio de la CN Caimito. Las fotos fueron proporcionadas por los mismos comuneros. 
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Fotos recopiladas durante la segunda visita del año 2025. Sembrío de hoja de coca en el 

territorio de la CN Caimito. Las fotos fueron proporcionadas por los mismos comuneros. 
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Fotos recopiladas durante la segunda visita del año 2025. Sembrío de hoja de coca en el 

territorio de la CN Caimito. Las fotos fueron proporcionadas por los mismos comuneros. 
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Fotos recopiladas durante la segunda visita del año 2025. Sembrío de hoja de coca en el 

territorio de la CN Caimito. Las fotos fueron proporcionadas por los mismos comuneros. 
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Fotos recopiladas durante la segunda visita del año 2025. Sembrío de hoja de coca en el 

territorio de la CN Caimito. Las fotos fueron proporcionadas por los mismos comuneros. 
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III 

CONCLUSIONES Y ALTERNATIVAS 

Con base en las premisas con las que trazamos esta investigación, hemos 

llegado a las siguientes conclusiones: 

3.1. El ACRI ha violado los derechos a la libre determinación de los 

pueblos indígenas y a la autonomía organizativa de los caseríos 

La visión general de las personas entrevistadas sobre el respeto del ACRI a la 

autonomía de las comunidades nativas es negativa. Los comuneros ven al 

ACRI como un aparato que solo restringe y prohíbe el uso de los recursos 

naturales, pero que no les genera beneficios reales en retribución por las 

limitaciones que impone en sus vidas. Hasta julio de 2025, pudimos constar 

que: 

- No hay proyectos productivos visibles para la población ni apoyos 

puntuales en materia de agricultura o pesca. 

- Se percibe que el ACRI se administra desde Pucallpa, en la ARAU, lejos 

de la realidad y la comprensión de las comunidades nativas. 

- Se habla de “engaño” y “corrupción” porque se anuncian proyectos con 

presupuestos que nunca llegan. 

La percepción general es de descontento y desconfianza. De acuerdo con los 

testimonios recogidos, la población considera que el ACRI ha impuesto 

restricciones sobre los recursos naturales —pesca, agricultura y 

aprovechamiento forestal— sin ofrecerles alternativas productivas o 

compensaciones. La gestión del espacio es vista como lejana y centralizada 

en Pucallpa, sin presencia efectiva en el territorio. Además, la falta de 

resultados concretos y la ausencia de beneficios visibles alimentan la idea de 

que el ACRI existe solo para limitar, sin generar desarrollo local. 

Por otro lado, la relación con los especialistas y guardaparques del ACR 

tampoco ha redundado en beneficios para la población; por el contrario, en 

muchos casos han resultado en agresiones que han terminado impunes. 

Algunas expresiones comunes de este problema son las siguientes: 

- Las comunidades no sienten acompañamiento técnico ni visitas 

constantes de los trabajadores del ACRI. 
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- Varios mencionan que el ACRI contrata a exlíderes comunales como 

guardaparques solo para “comprar su silencio”. 

- En algunos casos incluso se denuncia que los guardaparques permiten 

el ingreso de foráneos a cambio de beneficios económicos. 

Las entrevistas evidencian una relación débil o casi inexistente entre las 

comunidades y los trabajadores del ACRI. Los guardaparques no realizan 

acompañamiento técnico ni visitas periódicas, y son percibidos como 

distantes o incluso como cómplices de prácticas corruptas, lo que debilita los 

liderazgos locales y genera fragmentación interna. 

Bases normativas: Derecho a la autodeterminación de los pueblos 

indígenas (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 1; Convenio 

169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y 

tribales, artículo 7; Constitución Política del Estado, art. 89). 

3.2. El ACRI ha violado al derecho a vivir en un medio ambiente sano 

de los pueblos indígenas y los caseríos 

El ACRI en gran parte responsable por el grave deterioro del entorno natural 

en la zona. Fenómenos como incendios que han provocado la destrucción de 

chacras, platanales, yucales y otros tipos de cultivos, han afectado 

directamente la seguridad alimentaria de las comunidades y caseríos. 

Asimismo, se ha registrado la pérdida de grandes extensiones de bosques 

primarios y secundarios, lo que evidencia una severa degradación ambiental 

en un área supuestamente protegida.  

A pesar de esta situación, el ACRI no desarrolla acciones efectivas de 

prevención ni promueve procesos adecuados de sensibilización con la 

población para mitigar estos riesgos. Esta falta de intervención oportuna 

contribuye a que estos desastres ocurran de manera recurrente. En ese 

sentido, se puede señalar una responsabilidad directa del ACRI, ya que su 

inacción afecta gravemente los recursos naturales y el equilibrio ecológico 

del sector Imiría. 

Los comuneros se sienten criminalizados por sus prácticas ancestrales que 

son de carácter sostenible, mientras que actores externos destruyen los 

recursos sin control estatal, lo cual genera una desigualdad que afecta a las 

comunidades y caseríos del sector. 
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Hay coincidencia total en que existen invasiones dentro del territorio del 

ACRI: 

- Pescadores depredatorios: hasta 20 botes en la laguna Chauya, esto 

de acuerdo a las declaraciones de los comuneros. 

- Cocaleros: instalados en el territorio de Junín Pablo, Caimito, Nuevo 

Loreto, el caserío Perlas del Imiría y otras zonas desde hace más de 15 

años. 

- Menonitas: han deforestado de 100 a 700 hectáreas con maquinaria 

pesada en tierras de Caimito sin detenerse hasta la actualidad. 

- Taladores ilegales: algunas de estas personas coordinan con 

guardaparques para poder ingresar. 

Todas las comunidades entrevistadas coinciden en la presencia de invasores, 

ya sean pescadores, cocaleros, menonitas o taladores. Se calcula que los 

menonitas han deforestado entre 100 y 700 hectáreas, y los cocaleros operan 

en zonas críticas como Junín Pablo y Caimito, Nuevo Loreto y en algunos 

caseríos. Como se indicó, también se denuncia que algunos guardaparques 

consienten su ingreso a cambio de una retribución económica. Asimismo, la 

presencia de foráneos acelera la deforestación, contamina cuerpos de agua, 

altera ecosistemas y pone en riesgo la seguridad de las comunidades y 

caseríos locales. 

Base normativa: Derecho a gozar de un medio ambiente sano (Constitución, 

art. 2.22, Marco Mundial de la Biodiversidad de Kunming-Montreal para 

proteger la salud de los ecosistemas como parte de los compromisos 

climáticos del Estado peruano), derecho a la propiedad y posesión de los 

pueblos indígenas sobre territorios ancestrales (Convenio 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo, art. 14), derecho al uso y 

aprovechamiento sostenible de los recursos naturales (Ley N° 26821, art. 66), 

derecho a la alimentación y subsistencia (Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, art. 11), derecho a la igualdad ante la ley 

(Constitución, art. 2.2). 
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3.3. El ACRI ha violado el derecho a la transparencia y a vivir en una 

sociedad libre de corrupción de los pueblos indígenas y los 

caseríos  

La información recogida evidencia una vulneración sistemática del derecho 

a la transparencia y a vivir en una sociedad libre de corrupción en el ámbito 

del ACRI. Un caso paradigmático es el denominado proyecto Imiría sobre 

reforestación, percibido de manera unánime como un fracaso, debido al 

incumplimiento de pagos y a la falta de ejecución de las actividades 

prometidas, generando un profundo sentimiento de engaño.  

Esta situación se agrava por la casi inexistencia de proyectos productivos en 

las comunidades y caseríos la percepción generalizada de que el 

presupuesto del ACRI solo existe en papeles, sin reflejarse en acciones 

concretas ni en beneficios reales para la población, a pesar de contar con el 

sostén financiero de la cooperación climática y el mercado de carbono (a 

través de organismos intermediadores como AIDER que comercializan 

unidades de carbono de todas las comunidades nativas del Imiría). 

Asimismo, es un grave problema la ausencia total de procesos de rendición 

de cuentas, como lo comprueba que no se haya realizado ningún proceso 

genuino de socialización de sus presupuestos con las comunidades y 

caseríos que no tienen acceso a ningún tipo de información financiera ni 

conocen en qué se gasta el dinero asignado al ACRI. Esta realidad fue 

confirmada por la totalidad de las personas entrevistadas, junto con la 

existencia de presuntos “presupuestos fantasmas” y denuncias por el 

manejo irregular de fondos públicos de gran magnitud. Nuestra percepción 

es que existen más que graves indicios de posibles actos de corrupción que 

desde hace mucho exigen la intervención del Ministerio Público y la 

Contraloría General de la República. 

Como consecuencia, se ha generado una profunda desconfianza de la 

población hacia las instituciones públicas, debilitando la participación 

comunitaria y desincentivando cualquier forma de colaboración futura. 

Base normativa: Derecho de acceso a la información pública (Constitución, 

art. 20; Ley 27806); derecho a vivir en una sociedad libre de corrupción y a la 

eficacia de la lucha anticorrupción (sentencia del Tribunal Constitucionalidad 

recaída en los Exps. N.° 0009-2007-PI/TC y 0010-2007-PI/TC, fundamentos 54 
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y 55; Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 5; 

Convención Interamericana Contra la Corrupción, art. II). 

3.4. El ACRI ha violado los derechos a la consulta y el consentimiento 

previo, libre e informado de los pueblos indígenas y a la 

participación ciudadana en materia ambiental de los caseríos 

La evidencia sugiere que para la creación ACRI se violó el derecho 

fundamental a la consulta previa de las comunidades nativas del pueblo 

Shipibo involucradas. La escasa o nula participación de las comunidades 

durante la formulación, implementación y gestión del área natural protegida 

demuestra que no se ha garantizado un proceso de diálogo intercultural 

adecuado. 

En los años anteriores a su creación, el GOREU intentó equiparar talleres o 

reuniones informativas con espacios de consulta previa, situación que es 

antijurídica. La consulta previa exige que haya intercambio de ideas, el 

derecho de los pueblos indígenas a informarse adecuadamente del proyecto 

y tener la libertad de generarse su propia opinión con sus propias críticas y 

condiciones, hechos que nunca pasaron en el ACRI, a pesar de que en 2010 

la consulta previa era complememente exigible en nuestro ordenamiento 

jurídico. En algunos casos, solo se realizaron reuniones para recolectar 

firmas, sin un proceso siquiera de sensibilización previa. 

En este caso, este problema se repite con el intento de aprobar un nuevo 

Plan Maestro. La percepción de la población es que este se está imponiendo 

desde el GOREU, reforzando la desconfianza y el rechazo hacia el ACRI. Esto 

no solo debilita la gobernanza del área, sino que también genera conflictos 

sociales y posibles vulneraciones de otros derechos colectivos. 

Base normativa: Derecho a la consulta y consentimiento previo de los 

pueblos indígenas (Convenio 169 de la Organización Internacional del 

Trabajo, art. 6; Ley 29785). 

3.5. El ACRI ha producido otras violaciones no previstas a los 

derechos humanos de los pueblos indígenas y los caseríos  

La información recogida demuestra que el ACRI ha generado la violación de 

otros derechos humanos además de los previstos en nuestra hipótesis de 

investigación; en especial, reflejados en la migración de la población hacia 

otros lugares. La decisión de migrar de numerosas familias y jóvenes en el 
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ACRI no responde a una decisión voluntaria, sino a un proceso forzado por 

la falta de oportunidades de empleo, económicas y de acceso a condiciones 

mínimas de vida digna deb ido a las las restricciones impuestas en el 

territorio y la mala gestión de los recursos por el ACRI. 

La limitación de actividades esenciales como la chacra, sumada a la ausencia 

de proyectos productivos que generen ingresos sostenibles o de apoyo a 

servicios públicos esenciales como la salud y la educación, ha afectado 

directamente el sustento de las familias, obligándolas a desplazarse hacia 

ciudades como Pucallpa, Lima, Ica, Pisco, Nazca y La Merced en busca de 

sobrevivencia.  

Este desplazamiento progresivo no solo representa una crisis económica, 

sino también una grave afectación social y cultural: debilita la organización 

comunitaria, interrumpe la transmisión de conocimientos ancestrales y pone 

en riesgo la continuidad de los pueblos originarios en sus territorios. En ese 

sentido, la migración se configura como una consecuencia directa de 

políticas restrictivas sin alternativas de desarrollo y malos manejos de 

recursos en medio de críticas por posible corrupción, conviertiéndose en un 

caso de desplazamiento forzoso que configura una grave de vulneración de 

derechos humanos. 

Base normativa: Derecho de los pueblos indígenas a permanecer en sus 

territorios y no ser desplazados (Convenio 169 de la Organización 

Internacional del Trabajo, art. 16), derecho al trabajo y a un nivel de vida 

adecuado (Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, arts. 6 y 11), derecho a la identidad cultural y a mantener sus lazos 

comunitarios (Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los 

pueblos indígenas, art. 8). 

3.6. Es inviable conservar el modelo actual del ACRI y deben 

atenderse reclamos ciudadanos por un nuevo modelo de gestión 

basado en la autonomía de los pueblos indígenas en alianza con 

los caseríos 

Es innegable el hartazgo de un porcentaje importante de la población con el 

ACRI. Para convivir en armonía en el futuro, es necesario que el Gobierno 

central y el GOREU atiendan los reclamos y las propuestas de las 

comunidades y los caseríos sobre cómo quieren vivir para consensuar un 

nuevo modelo de gestión del área que combine la preocupación estatal de 
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conservar la biodiversidad sin desatender las legítimas demandas de las 

comunidades y caseríos por trabajar (en especial de las y los jóvenes), tener 

escuelas y centros de salud de calidad y proyectos productivos que les 

permitan mejorar sus economías. 

Son principalmente dos las propuestas de cambio que pudimos conocer de 

nuestro trabajo en campo: convertir el ACRI en una reserva comunal, bajo 

administración del SERNANP del Ministerio del Ambiente (sin intermediación 

del GOREU), una figura legal que ya existe y ofrece la cogestión entre los 

pueblos indígenas, comunidades locales y el Estado; o convertir el ACRI en 

un “área ecológica indígena” (AEI), una figura legal emergente introducida por 

COSHIKOX para fortalecer la gobernanza de áreas de especial importancia 

ecológica y espiritual, con la gestión autónoma de las mismas comunidades 

del pueblo Shipibo en alianza con los caseríos, con una participación 

recudida del Estado como organismo colaborador. Aunque principio los AEI 

son exclusivamente de gestión indígena, en el caso particular del Imiría se ha 

propuesto involucrar a los caseríos. 

Ambas propuestas muestran un consenso por parte de la mayoría de la 

población hacia un nuevo modelo de gestión participativo y transparente, 

excluyendo al GOREU, donde las decisiones sean tomadas desde los 

territorios. 

3.7. Para finalizar: un análisis desde el lente del Marco Mundial de 

Biodiversidad de Kunming-Montreal 

En estos tiempos, además del marco nacional e internacional tradicional 

sobre derechos humanos y medio ambiente, es importante reconocer la 

existencia de otros cuerpos normativos pioneros como el Marco Mundial de 

Biodiversidad de Kunming-Montreal de 2022, que marca estándares 

mínimos sobre cómo deben conducirse iniciativas como el ACRI que están 

obligadas a cumplir con salvaguardas para proteger derechos ambientales y 

humanos en general. La premisa de fondo es que ya no debe aceptarse 

conservación biológica si esta vulnera los derechos humanos. 

Para este ejercicio, hemos agrupado el análisis de las 23 metas de Kunming-

Montreal en bloques temáticos, detallando cómo la imposición del ACRI las 

viola sistemáticamente, según la postura de las comunidades Shipibo y los 

caseríos que ha sido expresada en el estudio. 
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• Bloque 1: Territorio y conservación excluyente (metas 1, 2 y 3) 

Meta 1 (planificación espacial participativa): La zonificación del ACRI se impuso 

desde el GOREU, sin respetar el ordenamiento territorial ancestral Shipibo ni 

los derechos de posesión preexistentes de los caseríos. 

Metas 2 y 3 (restauración de ecosistemas, conservación del 30% respetando 

territorios indígenas): El ACRI no ha impulsado proyectos significativos para 

restaurar áreas degradadas, en especial bosques y las lagunas Imiría y 

Chauya, mientras no consigue frenar la invasión del territorio por múltiples 

actores foráneos, sin reconocer plenamente los derechos de las 

comunidades nativas y caseríos. 

• Bloque 2: uso tradicional de los recursos naturales y 

criminalización (metas 4, 5, 9 y 10) 

Metas 4 y 5 (recuperación de especies, uso y comercio sostenible): El Plan 

Maestro del ACRI, y sobre todo las prácticas abusivas de su personal, 

imponen vedas y cuotas restrictivas que criminalizan la pesca artesanal y la 

caza de subsistencia de las comunidades y caseríos, empujándolos a la 

inseguridad alimentaria. 

Meta 9 (protección del uso tradicional y sostenible de los recursos naturales): En 

lugar de proteger el estilo de vida de las comunidades nativas (quienes han 

mantenido vivos los lagos por siglos) y caseríos, el ACRI los trata como una 

amenaza a la biodiversidad que debe ser "controlada" por los guardaparques 

o abiertamente criminalizada. 

Meta 10 (agricultura, pesca y acuicultura sostenibles): El ACRI impone 

restricciones a la pesca y a la instalación de chacras (áreas de cultivo) de 

rotación (agricultura de subsistencia) bajo amenazas de incautar los bienes y 

denunciar a las personas involucradas, empobreciendo a las familias y 

destruyendo sus economías locales. 

• Bloque 3: impacto del cambio climático y financiamiento de la 

cooperación internacional (metas 8, 11 y 19) 

Meta 8 (minimizar el impacto del cambio climático): De acuerdo con los 

resultados del estudio, los recursos del ACRI –provenientes en gran medida 

de la cooperación climática como parte de las soluciones basadas en la 
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naturaleza (SBN)– han sido utilizados para promover divisiones y tejidos 

comunitarios, sin lograr minimizar los impactos del cambio climático. 

⁠Meta 11 (restaurar y mantener las contribuciones de la naturaleza a las 

personas): Las SBN que operan en el Imiría (como los fondos climáticos del 

ACRI) son excluidos de la información básica sobre cómo operan dichos 

recursos, cuáles son las organizaciones de la cooperación internacional 

involucradas y cómo socializan sus ingresos con la población local, 

excluyéndoles por completo. 

⁠Meta 19 (aumentar los recursos financieros): Los recursos de la cooperación 

internacional se quedan en burocracia estatal (GOREU, ARAU, Gobierno 

central) y consultorías. Las comunidades no reciben financiamiento directo 

de al menos un porcentaje mínimo de los ingresos para sus propias 

iniciativas de control territorial. 

• Bloque 4: justicia, gobernanza y consulta previa 

Meta 21 (acceso a la información y consentimiento previo, libre e informado): El 

ACRI se creó y se gestiona hasta ahora sin haber realizado una consulta 

previa con las comunidades nativas reconocida como válida por todas las 

partes involucradas, mucho menos que llegue al estándar de 

consentimiento. Tampoco ha contado con la participación ciudadana efectiva 

de los caseríos. Un ejemplo de ello es que los conocimientos tradicionales 

sobre el manejo de los recursos naturales han sido ignorados en todos los 

planes maestros. 

⁠Meta 22 (participación plena, justicia y protección de defensores): Los líderes y 

lideresas que defienden el Imiría frente a invasores madereros, menonitas y 

cocaleros sufren amenazas de muerte continuas. El ACRI no les brinda 

ninguna medida de protección –ni siquiera interés– ni intermedia con otras 

entidades para facilitiar su acceso a la justicia, manteniéndolos en peligro 

permanente. 

Meta 23 (igualdad de género en la gestión de la biodiversidad): Las mujeres 

Shipibo y de los caseríos, quienes desempeña un rol importante en la 

estructura de las familias locales y son las principales garantes de la 

seguridad alimentaria, han sido excluidas de los espacios de toma de 

decisiones del ACRI. 
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